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Resumen: La reciente Ley Foral 4/2023, de justicia restaurativa, me-
diación y prácticas restaurativas comunitarias, nace con el objetivo de 
generar una estructura normativa robusta para el desarrollo del modelo 
de justicia restaurativa. Sin embargo, su translación al contexto práctico 
no está exento de obstáculos. En este artículo se describe el contexto de 
esta ley y sus aspectos más relevantes, así como sus principales implica-
ciones y expectativas a nivel regional y estatal. De forma específica, se 
pone el foco en la controversia generada por la prohibición de emplear 
este modelo de justicia en supuestos de violencia sexual y de género, a co-
lación de la interpretación restrictiva del Convenio de Estambul adoptada 
por el legislador español en elementos normativos recientes como la LO 
10/2022. Se discuten las implicaciones de esto a partir de la evidencia y 
normativa disponibles en este sentido, argumentando el por qué es nece-
saria una profunda reflexión sobre la posibilidad de abrir el camino a la 
justicia restaurativa en España para casos de violencia sexual y de género.
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Abstract: The recent Ley Foral 4/2023, on restorative justice, mediation 
and community restorative practices, was born with the aim of generating 
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a robust regulatory structure for the development of the restorative justice 
model. However, its translation into the practical sphere is not free of obs-
tacles. This paper describes the context of this law and its most relevant 
aspects, as well as the associated main implications and expectations at 
the regional and national level. Specifically, the focus is placed on the con-
troversy generated by the prohibition of using this model of justice in cases 
of sexual and gender violence, in light of the restrictive interpretation of the 
Istanbul Convention adopted by the Spanish legislator in recent regulatory 
elements such as the LO 10/2022. The implications of this are discussed 
based on the evidence and regulations in this regard, arguing why a deep 
reflection is needed when discussing the possibility of opening the way for 
restorative justice in Spain in cases of sexual and gender violence.

Keywords: restorative justice; gender-based violence; sexual violence; 
Istanbul Convention; Navarra; criminal justice system.
Sumario: 1. Introducción y contexto del desarrollo de la justicia restaurativa en España: del 
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1. � Introducción y contexto del desarrollo de la justicia 
restaurativa en España: del veto de la LO 10/2022 a la 
Ley Foral 4/2023

La regulación de la justicia restaurativa en España en la jurisdicción 
penal de adultos es actualmente escasa y ambigua. A nivel normativo, el 
Código Penal español (CP, LO 1/2015) incluye la posibilidad de la justicia 
restaurativa a través de la mediación, de modo explícito en relación con 
la suspensión condicional de la ejecución de las penas privativas de liber-
tad (art. 84 CP) e, implícitamente, mediante la circunstancia atenuante 
de «reparación del daño» (art. 21.5 CP). A pesar de los numerosos inten-
tos de revisar y reformar la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECrim) 
para incluir, entre otras modificaciones, normas específicas para la re-
gulación de la justicia restaurativa, a día de hoy no se ha logrado aún el 
consenso político necesario para llevar a buen puerto estas propuestas 
de reforma. Así, el marco legal más relevante para el desarrollo de las 
prácticas restaurativas en España lo establece la Ley 4/2015, del Estatuto 
de la Víctima del Delito, que traslada a la jurisdicción nacional española 
el contenido de la Directiva 2012/29/UE, o Directiva de derechos de las 
víctimas, otorgando el derecho a las víctimas de acceder a los servicios de 
justicia restaurativa disponibles (arts. 3 y 15).
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Sin embargo, es importante recordar que en España no sólo exis-
te una falta de regulación en el campo de la justicia restaurativa, sino 
que también se establece una estricta prohibición sobre su desarrollo en 
aquellos supuestos de violencia de género y contra la mujer que entran 
en el sistema de justicia penal. Inicialmente, esta prohibición para la me-
diación en casos de violencia de género se introdujo ya en el Art. 44 de la 
LO 1/2004, de medidas integrales contra la violencia de género. Además, 
este veto ha sido recientemente reforzado y extendido a los casos de vio-
lencia sexual por la LO 10/2022, de garantía de la libertad sexual (conoci-
da también como ley del «solo sí es sí»), excluyendo la posibilidad de las 
víctimas de este tipo de delitos de participar en procesos de mediación 
restaurativa. Más concretamente, la LO 10/2022 modifica en su disposi-
ción final duodécima el anteriormente mencionado artículo 3.1 de la Ley 
4/2015, del Estatuto de la Víctima del Delito, reconociendo que:

«Toda víctima tiene derecho a la protección, información, apoyo, asis-
tencia, atención y reparación, así como a la participación activa en el pro-
ceso penal y a recibir un trato respetuoso, profesional, individualizado y 
no discriminatorio desde su primer contacto con las autoridades o fun-
cionarios, durante la actuación de los servicios de asistencia y apoyo a las 
víctimas y, en su caso, de justicia restaurativa, a lo largo de todo el proceso 
penal y por un período de tiempo adecuado después de su conclusión, con 
independencia de que se conozca o no la identidad del infractor y del re-
sultado del proceso» (Disposición final duodécima, LO 10/2022).

No obstante, se introduce a continuación un veto sobre el contenido 
anterior para «la mediación y la conciliación en supuestos de violencia 
sexual y de violencia de género». A pesar de que esta prohibición impide 
específicamente el uso de la mediación y de la conciliación en dichos 
casos, de facto, esta prohibición se extiende a otras formas de justicia res-
taurativa siempre y cuando se trate de casos judicializados (Villacampa, 
2020). Si bien esto es cierto, también debe destacarse que el uso de la jus-
ticia restaurativa puede extenderse más allá de supuestos judicializados. 
En este sentido, pueden encontrarse una amplia variedad de prácticas 
restaurativas en diferentes contextos, como casos de violencia intrafa-
miliar no judicializados (siendo esto especialmente importante teniendo 
en cuenta las dificultades que algunas víctimas suelen encontrar para 
denunciar estas tipologías delictivas). En esta misma línea se encuentran 
también aquellos supuestos que recurren a planteamientos restaurativos 
de forma posterior al cumplimiento de la pena (Soleto, 2013), o incluso 
aquellos en los cuales, ante la prescripción de los hechos, se opta por 
fomentar la vía restaurativa como mecanismo de reparación y obtención 
de justicia para las víctimas —incluso como recomendación por parte de 
la propia Fiscalía u otras instituciones a nivel regional o estatal—. A este 
tenor son especialmente relevantes el tratamiento de los casos de abuso 
sexual en instituciones religiosas, con el ejemplo de los hechos acaecidos 
en la Comunidad Foral de Navarra o, de forma más general, mediante el 
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trabajo realizado por el Defensor del Pueblo Sr. Ángel Gabilondo, previa 
encomienda del Congreso de los Diputados. 

En este contexto normativo, y de forma más reciente, la nueva Ley 
Foral 4/2023, de justicia restaurativa, mediación y prácticas restaurati-
vas comunitarias, se erige como un elemento pionero que pretende ser 
el primer instrumento legislativo específico para la justicia restaurativa 
en España (Romero, 2023). A modo de resumen, la ley se enfoca hacia la 
resolución pacífica de conflictos y delitos, permitiendo la reparación del 
daño causado a la víctima y la reconciliación entre las partes involucra-
das en el proceso. Además, fomenta la participación activa de la comu-
nidad y facilita la reducción del colapso del sistema de justicia penal al 
permitir que víctimas y victimarios resuelvan ofensas penales de forma 
alternativa. También tiene como objetivo fortalecer la protección de los 
derechos de las víctimas, y se busca introducir paulatinamente un cam-
bio de paradigma de una cultura punitiva hacia una cultura restaurativa, 
en la que la corresponsabilidad y el diálogo jueguen un papel central. 

A nivel de contenido, el Título Preliminar de la ley describe los dos 
objetivos principales que la ley pretende alcanzar: por un lado, promover 
y desarrollar el uso de la mediación víctima-infractor y otras prácticas de 
justicia restaurativa y, por el otro, garantizar los estándares de calidad 
de dichas prácticas a través del desarrollo de un criterio unificado en el 
campo de la justicia restaurativa, la formación común de los profesiona-
les y estrategias de calidad y desarrollo a largo plazo (Art. 2). Para ello 
también se establecen los principios rectores que deben regir todo proce-
so de justicia restaurativa que se desarrolle en Navarra, siendo éstos los 
principios de voluntariedad, igualdad, confidencialidad, imparcialidad, 
respeto mutuo, flexibilidad y competencia técnica (art. 3). Otro elemento 
interesante es que la calidad de las prácticas restaurativas y su evalua-
ción y seguimiento dependerán de un plan de calidad bianual, que será 
desarrollado por la Consejería de Justicia de Navarra. Otros elementos 
relevantes en este primer capítulo son los relativos a la necesidad de di-
señar servicios restaurativos accesibles a las personas con necesidades 
especiales y/o diversidad funcional (Art. 5), asegurar un sistema de jus-
ticia restaurativa que proteja a los menores de forma efectiva (Art. 8), la 
inclusión de una perspectiva de género en todos los procesos y prácticas 
de justicia restaurativa programas desarrollados en Navarra (Art. 9) o la 
inclusión de las TIC como herramienta válida y aceptada en el desarrollo 
de las prácticas profesionales relacionadas con los procesos de justicia 
restaurativa (Art. 10).

En su segundo capítulo (Título I), se describe el servicio de justicia 
restaurativa de Navarra como servicio público, regido por los principios 
rectores de «reparación del daño» sufrido por las víctimas y «responsa-
bilidad y reintegración» de los infractores, mediante la participación de 
las partes y de la comunidad implicada en el delito o conflicto (art. 12), 
y abierto a cualquier víctima o infractor que haya sufrido/cometido un 
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delito en el territorio de Navarra (art. 18). Estas principales líneas de 
trabajo se matizan en el art. 14, planteando también la necesidad de de-
sarrollar programas y procesos de protección a las víctimas, basados ​​ en 
una perspectiva social y comunitaria. También vincula los elementos de 
evaluación y formación del servicio a los artículos descritos anteriormen-
te, reconociendo la necesidad de establecer un criterio común y unificado 
en materia de formación profesional y evaluación de la calidad (Arts. 16 
y 17). Sin embargo, uno de los elementos más relevantes de este capítulo 
es el descrito en el art. 19, donde se destaca la necesidad de una coor-
dinación firme y estable del Servicio de Justicia Restaurativa con otros 
servicios públicos y privados, como las Oficinas de Atención a la Víctima 
o diferentes Colegios profesionales. También es relevante que esta nueva 
ley no solo diseña y configura la forma del Servicio de Justicia Restaura-
tiva en Navarra, sino que también le dota de herramientas que escapan 
de la visión de justicia restaurativa identificada cuasi exclusivamente en 
forma de la mediación como único tipo de práctica restaurativa. Más 
concretamente, entre las técnicas de justicia restaurativa que contempla 
la ley, se describen la mediación restaurativa (Art. 21), las conferencias 
restaurativas (Art. 22), los círculos restaurativos (Art. 23), los talleres res-
taurativos (Art. 24) o «cualquier otra técnica o metodología que respete 
la definición y los principios rectores establecidos en la ley» (Art. 20). 
En cuanto a los posibles acuerdos entre las partes que pudieran resultar 
del proceso restaurativo, el art. 25 establece que deben ser «justos, pro-
porcionados y posibles», y estar «basados principalmente en las propias 
ideas de los participantes».

El tercer capítulo (Título II) presenta un compendio de medidas con 
la finalidad de potenciar la mediación como principal herramienta de 
resolución de conflictos fuera del sistema de justicia penal. Por lo tan-
to, la ley estipula que la mediación debe ser un servicio gratuito y de 
disponibilidad general para que la sociedad lo utilice como respuesta a 
un conflicto. Esta, a diferencia de la mediación penal, se enfoca exclu-
sivamente a las jurisdicciones civil, social o contencioso-administrativa 
(Art. 29). No obstante, estas formas de mediación, más cercanas a lo 
que conocemos como métodos de Resolución Alternativa de Conflictos (o 
ADR), también estarán amparadas por las mismas garantías establecidas 
en la ley en cuanto a calidad y evaluación. En este sentido, uno de los 
principales cambios aquí será la creación de un Registro de Mediación 
de Navarra. La actividad de estos profesionales quedará regulada por un 
Código de Conducta que será desarrollado por el Ministerio de Justicia 
de Navarra, y podrán optar a un Sello de Calidad por parte del Gobierno 
Navarro (Art. 34).

Finalmente, el capítulo cuarto (Título III) establece las prácticas co-
munitarias restaurativas como «herramientas para prevenir y resolver 
conflictos fuera del ámbito del sistema de justicia penal, con el objetivo 
de promover la cohesión social, el respeto y el cuidado entre las perso-
nas» (Art. 44). Este servicio se configura principalmente como un servi-

07 Romero Seseña.indd   309 03/10/2023   14:04:00



©  UNED. Revista de Derecho Penal y Criminología, 3.ª Época, n.º 30 (2023)

310� PABLO ROMERO SESEÑA

cio basado en el voluntariado (a través de la figura del «Agente Restaura-
tivo Comunitario»), fortaleciendo la participación de la comunidad, pero 
sin excluir a los facilitadores profesionales en determinados supuestos 
(Art. 46). Este capítulo también abre las puertas a la inclusión de dife-
rentes organizaciones que ofrezcan prácticas restaurativas comunitarias 
a través de la creación de la «Red Navarra Restaurativa» (Art. 47), que 
ofrecerá un catálogo de prácticas restaurativas en ámbitos como los ser-
vicios de apoyo a la familia, centros educativos, o redes de mediación 
comunitaria en barrios y pueblos (art. 50).

Cabe recordar que el contenido de esta ley está limitado a las compe-
tencias que dispone el legislador regional en Navarra, no pudiendo este 
instrumento introducir modificación alguna de la ley procesal penal. Así 
pues, el Parlamento Navarro ha optado por una ley que permite crear un 
marco firme y una estructura estable para la justicia restaurativa, confi-
gurándola como un derecho público de acuerdo a la normativa existente, 
con la esperanza de que esto genere el impulso necesario para lograr un 
cambio ciudadano cuanto al paradigma de resolución de conflictos. El 
Consejero de Justicia de Navarra, en una entrevista con el Foro Euro-
peo de Justicia Restaurativa (EFRJ, 2023) planteaba que «la idea [con la 
nueva ley] es poder democratizar los métodos de resolución de conflic-
tos. Somos conscientes de que esto es complicado, y no esperamos un 
cambio masivo a corto plazo; esta es una ley que mira hacia el futuro, 
que poco a poco puede ayudar a generar un cambio de mentalidad en la 
sociedad, para avanzar en esa dirección. Esta ley es un primer paso, es 
empezar a caminar en esta dirección, que creemos que es la correcta».

Así, desde una perspectiva legislativa, esta nueva ley de justicia res-
taurativa pretende generar un doble impacto: primero, y como se men-
ciona anteriormente, la ley está dirigida a generar un marco consolidado 
y estable para el desarrollo de prácticas de justicia restaurativa en Na-
varra. Esto permitirá tanto a los servicios de justicia restaurativa como 
a las organizaciones y facilitadores en la materia —e incluso a la propia 
administración pública— operar con la seguridad que brinda la ley, que 
determina unos estándares mínimos de calidad y homogeneiza los requi-
sitos en materia de formación que deben poseer los profesionales de es-
tos servicios. Esto se dispone a través de la creación de un marco opera-
tivo común a largo plazo (Plan de Acción Bianual, Estrategia de justicia 
restaurativa), considerando también la inclusión de varios organismos 
y agencias de evaluación y monitorización (Sello de Calidad, Registro 
de Mediadores, Red de Mediación de Navarra, etc.) que determinará la 
idoneidad y adecuación de los diferentes servicios y prácticas (tanto pú-
blicas como privadas). En segundo lugar, también existe una clara in-
tención de incidir en el debate político nacional a través del contenido 
de esta Ley Foral, en aras de fomentar el debate para introducir en la 
agenda política la tan esperada modificación de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal (LECrim) española que incluya de forma específica a la justicia 
restaurativa y las prácticas restaurativas en la legislación procesal. 
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Teniendo en cuenta tanto el contenido de la legislación española en 
materia de justicia restaurativa, como también el de recientes elementos 
normativos que afectan o modifican la misma, se abordan a continua-
ción las principales inconsistencias presentes en los mismos, argumen-
tando el porqué de la necesidad de replantear la posición del legislador 
en español en este ámbito.

2. � Justicia restaurativa, violencia contra la mujer 
y el supuesto veto de la Convenio de Estambul: 
implicaciones en España y Europa

La utilización de las prácticas restaurativas en el ámbito de la violen-
cia contra la mujer ha generado disparidad de opiniones tanto a nivel so-
cial como académico (Ptacek, 2010). Sin embargo, la posición adoptada 
por el legislador español es, en este sentido, una rara avis en el panorama 
internacional (De la Cuesta y Germán, 2022). Especialmente teniendo 
en cuenta el ordenamiento jurídico supranacional y algunas de las incon-
sistencias y contradicciones presentes en algunos de los elementos nor-
mativos nacionales. A continuación, desgranamos las razones ofrecidas 
para este particular, y planteamos una valoración crítica de las mismas 
en base a la evidencia disponible desde una perspectiva victimológica, 
así como a partir de un análisis de la normativa supranacional en este 
ámbito.

2.1. � Justicia restaurativa, violencia de género y violencia 
sexual: revisión de literatura

El debate sobre la idoneidad de afrontar la problemática de la violen-
cia de género desde distintos modelos y aproximaciones de justicia ha 
sido abordado de forma extensa en el ámbito académico y social, contan-
do las distintas posturas con partidarios y detractores en una discusión 
con un elevado grado de polarización social (Groggel, 2023). Sobre la 
adecuación de las prácticas restaurativas a estos supuestos, es extensa la 
bibliografía que plantea la cuestión, dirimiendo pros y contras a tenor 
de las particularidades de esta tipología de violencia contra la mujer. Por 
ejemplo, Lewis et al. (2001) argumentan que el uso de prácticas restau-
rativas de conferencing en casos de violencia doméstica no es más que un 
intento de alejar dichos supuestos del sistema de justicia penal para que 
sean otros quienes los gestionen. Esto es, según los autores, la justicia 
restaurativa es, en esencia, un modo de desviar casos hacia modelos de 
gestión del conflicto o de la ofensa penal menos efectivos en aras de ge-
nerar cambios en ofensores violentos, basándose en una concepción del 
modelo restaurativo como una respuesta «menos seria» a la criminalidad.
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A esta crítica inicial da respuesta Hudson (2002), planteando que el 
modelo de justicia retributivo y el modelo restaurativo no son excluyentes 
entre sí, sino que, por el contrario, ambos pueden incorporar elementos 
del otro y desarrollarse de forma paralela. La autora introduce también 
la cuestión relativa a la relevancia de individualizar cada caso, debido 
al riesgo que puede suponer para la superación del hecho, la reparación 
o el empoderamiento de la víctima el verse limitada a participar en un 
proceso penal de un modo altamente restrictivo y centrado únicamente 
en el castigo del ofensor.

Sobre el uso de la justicia restaurativa en casos de violencia de gé-
nero, resulta también una cuestión crucial abordar las posibles dinámi-
cas de dominación y desequilibrio de poder entre las partes implicadas 
(Presser y Gaarder, 2000; Hogan, 2006). Esto a su vez se relaciona con 
una de las críticas recurrentes que se han formulado en contra de dichos 
planteamientos, generalmente desde distintos movimientos feministas u 
organizaciones a favor de los derechos de la mujer (Ptacek, 2010): el uso 
de prácticas restaurativas en supuestos de violencia de género aumenta 
el riesgo de victimización secundaria en las mujeres. Concretamente, se 
argumenta que el uso de la mediación restaurativa —no todas las formas 
de justicia restaurativa— puede, de algún modo, perpetuar estas diná-
micas de dominación entre los participantes, tomando en consideración 
que el inicio del proceso no es resultado de un conflicto al uso, contribu-
yendo así a una doble victimización de la víctima o, incluso, a aumentar 
el riesgo de ser revictimizada en el futuro (Hooper y Busch, 1996). Por 
su parte, Coker (2006), a partir de una investigación sobre un programa 
de justicia restaurativa en una comunidad indígena americana, reconoce 
los potenciales beneficios de usar este tipo de planteamientos en casos 
de violencia de género, si bien reconoce una serie de criterios que deben 
tenerse en cuenta a la hora de hacerlo para poder desarrollar un modelo 
restaurativo adecuado a las particularidades de esta tipología delictiva. 
En este sentido, la autora subraya la importancia de diseñar prácticas 
restaurativas primordialmente centradas en la seguridad de la víctima, 
que deberá ser priorizada por delante de la reintegración del ofensor; que 
el proceso se coordine con servicios sociales y de apoyo a las víctimas; 
que los programas se enmarquen una respuesta coordinada por parte 
de la comunidad donde operen; que se planteen narrativas y dinámicas 
que tengan en cuenta los discursos de poder dominantes en los plantea-
mientos normativos hegemónicos; y que el perdón no forme parte de los 
objetivos del proceso. Además, se añade también la necesidad de indi-
vidualizar la evaluación de los casos durante el proceso de decisión de 
derivación a los servicios restaurativos, reconociendo así que no todas 
las víctimas experimentan su victimización del mismo modo ni muestran 
las mismas necesidades a partir de dicha experiencia.

A modo de resumen de los distintos planteamientos a favor y en con-
tra de lo que viene discutiéndose en líneas anteriores, puede sintetizarse 
lo siguiente: aquellos que plantean el modelo restaurativo como una op-
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ción válida para las víctimas de violencia de género argumentan que es, 
sin duda, una oportunidad de empoderamiento para las víctimas, quie-
nes pueden verse validadas al poder narrar su historia, al mismo tiempo 
que permite que el ofensor acepte la responsabilidad por los hechos ocu-
rridos, reparando así las relaciones con la comunidad. A su vez, aquellos 
que se oponen a este formato, aducen una posible falta de seguridad para 
las víctimas que participen en estos procesos debido a las ya menciona-
das dinámicas de dominación y desigualdad, la posible manipulación 
que puede llevar a cabo el ofensor durante el proceso, o la incompati-
bilidad del modelo restaurativo con una de las principales metas de los 
distintos movimientos por los derechos de las mujeres: que la violencia 
doméstica sea, por fin, un delito público (Daly y Subbs, 2006; Ptacek, 
2010; Pali y Sten Madsen, 2011).

Sobre los argumentos contrarios, es interesante el debate interno 
en el seno del movimiento feminista, puesto que hay diferentes plan-
teamientos en relación a lo que aquí se plantea que chocan entre sí. Por 
ejemplo, una de las críticas que históricamente se formula en contra del 
uso del modelo restaurativo en estos casos es la de la re-privatización 
del delito (Coker, 2002; Pali y Sten Madsen, 2011), otrora limitados al 
ámbito privado doméstico, a tenor del principio de confidencialidad que 
rige los procesos restaurativos —esto es, que es visto como un retroceso 
de los avances logrados sobre la publicidad de este tipo de delitos—. Sin 
embargo, otra de las demandas históricas de este movimiento es la de 
dar voz a la víctima y que esta sea tenida en cuenta en el proceso. Contra 
el primero también chocaría lo sugerido en distintos estudios empíricos 
sobre los efectos negativos del paso de la víctima por el sistema de justi-
cia penal, así como el fracaso histórico del mismo a la hora de satisfacer 
las necesidades de las víctimas (Shapland, 1986; Groenhuijsen y Pem-
berton, 2009; Laxminarayan y Pemberton, 2014; Tamarit et al. 2020). 
De hecho, esto último es esgrimido por múltiples partidarios del modelo 
restaurativo, que se constituye como una alternativa que pretende mejo-
rar la experiencia de aquellas víctimas que reportan la violencia sufrida 
a partir de un enfoque que las sitúa en un punto central del proceso, pri-
mando su seguridad, sus derechos y su bienestar (Daly y Stubbs, 2006). 

Así pues, sobre el debate interno en el movimiento feminista y las 
críticas que desde este se han formulado hacia el modelo de justicia res-
taurativa, es relevante recordar la aportación de Stubbs (2002; 2014) so-
bre esta cuestión. La autora reconoce la legitimidad de estas críticas, 
y argumenta que, si el modelo restaurativo pretende ser una alternati-
va válida y útil para abordar la problemática de la violencia doméstica, 
deberá en efecto ser capaz de dar respuesta a dichas críticas, así como 
de diseñar mecanismos que aseguren y salvaguarden la participación de 
aquellas víctimas que así lo decidan. Sobre esto, Cameron (2006) pro-
pone planteamientos similares a partir de una evaluación de programas 
restaurativos para violencia doméstica en Canadá: los programas restau-
rativos destinados a este tipo de delitos deben contar con el debate y 
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los inputs del movimiento feminista, tanto de aquellas voces a favor de 
su uso, como de aquellos que alertan de los potenciales riesgos de em-
plear este modelo de justicia. Sin tener en cuenta todas las posiciones, 
argumenta la autora, difícilmente se podrá diseñar un modelo holístico 
y adecuado a las necesidades que pueden mostrar las víctimas de estos 
tipos de violencia.

A un nivel más práctico, un buen ejemplo de lo que viene describién-
dose en líneas anteriores es la evaluación sobre programas de justicia 
restaurativa en Reino Unido llevada a cabo por Gavrielides (2015; 2017). 
En la misma, se evalúan una serie de programas restaurativos en base a 
la aplicabilidad de estos en casos de violencia doméstica. Algunas de las 
conclusiones más relevantes a las que llega el autor, y que ilustran la reali-
dad del debate aquí planteado, indican que el uso de este modelo en estos 
supuestos de violencia tiene aspectos que pueden resultar muy positivos, 
y otros que pueden generar el efecto contrario. En este sentido, los resul-
tados muestran que, en general, las víctimas participantes de estos pro-
cesos mostraban grados más elevados de satisfacción, empoderamiento, 
inclusión y respeto percibido. Por otro lado, y en relación a los aspectos 
negativos, se detectó en algunos casos un rol excesivamente protagonista 
por parte de los facilitadores asignados a algunos casos, que de alguna 
forma forzaron a algunas personas a participar en los mismos o a acep-
tar determinados aspectos con los que no estaban del todo de acuerdo. 
El autor subraya pues la necesidad de asegurar que la participación en 
el proceso sea algo completamente voluntario basado en la libre elección 
de la víctima. Otro elemento a tener en cuenta es la necesidad de diseñar 
programas flexibles que sean capaces de adaptarse a las necesidades de 
las víctimas, que deberán ser evaluadas caso a caso. Por último, Gavrie-
lides concluye que uno de los aspectos esenciales para aplicar el modelo 
restaurativo a casos de violencia doméstica es una adecuada valoración 
del riesgo por parte de los profesionales de la facilitación, quienes de-
berán descartar la viabilidad del proceso si se aprecian circunstancias 
tales como desigualdad de poder, dinámicas de dominación o intentos de 
manipulación y/o minimización del daño causado por parte del ofensor. 

Evidencias muy similares a lo descrito en líneas anteriores han sido 
halladas en relación al uso e implementación de programas de justicia 
restaurativa en casos de violencia sexual contra mujeres (Koss, Bachar 
y Hopkins, 2003; Koss y Achiles, 2008; Keenan y Zinsstag, 2014; Mer-
cer et al., 2015; Zinsstag y Keenan, 2017; Pali, Lauwaert y Pleysier, 
2019). Sintetizando, la bibliografía disponible en este sentido destaca el 
papel empoderante que estos programas pueden jugar en aquellos ca-
sos donde las mujeres víctimas muestran unas necesidades concretas, o 
desean poder adoptar un papel protagonista en su relación con su agre-
sor —por ejemplo, para transmitirle como experimentó la vivencia de la 
victimización, o como esta le afectó a posteriori—. Se aplican las mismas 
cautelas y salvaguardas que se han descrito en relación al uso de aproxi-
maciones restaurativas en casos de violencia de género, reconociendo 
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también que, como resulta comprensible, estos programas no son algo 
generalmente aplicables, y están dirigidos a aquellas víctimas que pre-
sentan ciertas particularidades que el sistema de justicia penal (esto es, 
que no debe forzarse de ningún modo la participación de las víctimas en 
estos programas con carácter general).

A modo de conclusión, el debate aquí plasmado puede subsumirse en 
lo que plantean Pali y Sten Madsen (2011) sobre el uso de las prácticas 
restaurativas en casos de violencia sexual y doméstica y quienes partici-
pan en esta discusión: aquellos que son partidarios de la justicia restau-
rativa como respuesta a cualquier tipo de ofensa penal; aquellas orga-
nizaciones y activistas para los derechos de las mujeres que se oponen 
diametralmente al uso de este modelo para casos de violencia doméstica; 
y aquellos que, desde la práctica o la academia, tratan de valorar obje-
tivamente y de forma empírica los principales hallazgos —tanto positi-
vos como negativos— disponibles en la literatura. Así pues, la evidencia 
disponible sugiere que el modelo restaurativo puede aportar elementos 
positivos y beneficiosos para aquellas víctimas que deseen participar en 
dichos procesos, si bien no es menos cierto que una tipología delictiva de 
este calibre requiere operar con cautela y plantear programas que sean 
capaces de dar respuesta a las principales críticas formuladas en este 
sentido (seguridad, victimización secundaria, evaluación del riesgo, etc.).

2.2. � La convención de Estambul y el… ¿veto para la justicia 
restaurativa?

El Convenio de Estambul del Consejo de Europa, sobre Prevención 
y Lucha contra la Violencia contra las Mujeres y la Violencia Doméstica 
(en adelante, «Convenio de Estambul»), ha sido sin duda una de las he-
rramientas internacionales más destacadas y completas para abordar la 
problemática de la violencia contra la mujer desde su entrada en vigor en 
2014. El pasado mes de marzo, se ha conocido la decisión del Parlamento 
de la Unión Europea de ratificar, finalmente, el Convenio, pasando este a 
formar parte del cuerpo de tratados aprobados por este organismo. Sin 
embargo, algunos casos recientes, como los ocurridos en España con la 
motivación del veto a la justicia restaurativa en la LO 10/2022 y la Ley 
Foral 4/2023, indican que podría existir una cierta confusión en cuanto 
al contenido de uno de los artículos del Convenio de Estambul, con una 
afectación directa para aquellas víctimas de violencia doméstica que de-
sean acceder a determinados procesos de justicia restaurativa. 

En este sentido, el artículo 48 del Convenio de Estambul establece una 
prohibición de empleo de «medios alternativos obligatorios de resolución 
de conflictos», instando a los Estados Miembros a adoptar medidas para 
garantizar la prohibición de estos métodos en todas aquellas formas de 
violencia auspiciadas bajo el Convenio. De una forma más concreta, el 
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texto del Convenio refiere a una prohibición específica de las modalidades 
tanto de mediación como de conciliación para todos aquellos supuestos de 
violencia de género y/o violencia doméstica. Además, en el Informe Expli-
cativo (Explanatory Report) complementario al texto de la Convención se 
añaden los motivos que fomentan dicha prohibición, apelando a los efectos 
negativos que una participación obligatoria en tales métodos alternativos 
de resolución de conflictos puede genera. A esto, el Informe Explicativo 
añade tres elementos relevantes: la elevada vulnerabilidad de las víctimas 
de violencia contra las mujeres y violencia doméstica (es decir, aquellas 
víctimas con una mayor probabilidad de experimentar situaciones de des-
equilibrio de poder con su agresor); el riesgo de estos métodos alternativos 
de reemplazar el proceso judicial; y el riesgo de reprivatizar los delitos 
relacionados con la violencia doméstica y/o la violencia de género.

Ante esto, el European Forum for Restorative Justice (EFRJ), una 
organización europea para el desarrollo de la justicia restaurativa, ha 
publicado recientemente su posición (2023) sobre la interpretación res-
trictiva del Art. 48 del Convenio de Estambul que han adoptado países 
como España. En este sentido, y en relación al primer y segundo punto 
formulado en el Informe Explicativo del Convenio de Estambul, se re-
cuerda que los procesos de justicia restaurativa se basan siempre en el 
principio de voluntariedad, y en la participación libre e informada de las 
partes implicadas (De Mesmaecker, 2013; Johnstone, 2020). Además, 
la evidencia disponible ha constatado que el hecho de poder contar con 
opciones alternativas al sistema de justicia penal, y el poder decidir libre 
e informadamente la participación en las mismas ha mostrado ser un ele-
mento beneficioso y empoderante para las víctimas, incluso en aquellos 
casos donde rechazan participar en procesos restaurativos (Van Camp y 
Wemmers, 2016). Esto es especialmente relevante en casos de violencia 
doméstica, a tenor del rol pasivo que históricamente se ha otorgado a las 
víctimas en estos supuestos, siendo el poder contar con voz y voto en el 
desarrollo del proceso una de las demandas más relevantes en este ám-
bito (Presser y Gaarder, 2000). Además, el hecho de que las víctimas 
dispongan de poder de decisión, tanto a lo largo del desarrollo del pro-
ceso como en estadios previos al mismo, ha mostrado ser uno de los pre-
dictores más potentes de un mejor estado de salud mental (Van Camp y 
Wemmers, 2013), relacionándose con una menor ansiedad o una mayor 
sensación de bienestar emocional. Por último, es relevante recordar que 
los profesionales de los diferentes servicios de justicia restaurativa debe-
rán valorar de forma individualizada y caso a caso las circunstancias tan-
to de la víctima como del caso concreto antes de ofrecer la participación 
de esta en el proceso, evaluando así la viabilidad del mismo de acuerdo 
a una serie de requisitos precisamente relacionados con los puntos que 
vienen comentándose anteriormente.

En lo concerniente al tercer y cuarto punto del Informe Explicativo 
del Convenio de Estambul, el EFRJ (2023) señala que la justicia restau-
rativa no es una forma de reprivatización del delito ni un reemplazo del 
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sistema de justicia penal. En este sentido, el delito no se privatiza a tenor 
de la participación en el proceso de una tercera parte neutral que actúa 
en representación de la comunidad. Además, debe destacarse que el mo-
delo restaurativo no persigue ser un modelo antagónico al sistema de 
justicia penal, sino que, en general, apuesta por ser un complemento con 
unas determinadas particularidades al que las partes implicadas en un 
delito —en este caso, las víctimas de violencia de género— pueden acudir 
si así lo desean, ya sea esto desde dentro del propio sistema de justicia 
penal, o de forma complementaria al mismo (Shapland et al., 2006). Por 
otro lado, debe señalarse también que el modelo de justicia restaurati-
va no constituye un «método alternativo de resolución de conflictos», 
siendo esto elementos ligados más a los modelos que se conocen como 
Alternative Dispute Resolution methods (ADRs), basados eminentemente 
en ser procesos de negociación deliberativa desde una óptica racional y 
de modelo orientado a la solución de problemas (Roche, 2006). Por el 
contrario, y a pesar de compartir algunos rasgos comunes, el modelo 
de justicia restaurativa es, en esencia, un modelo comunicativo (Paul y 
Borton, 2017) basado en la narrativa y la deliberación entre las partes 
implicadas en un delito desde una perspectiva emocional, que no tiene 
por objetivo la consecución de resultados concretos y que cuenta, por lo 
habitual, con la participación de la comunidad.

A partir de estas evidencias, puede extraerse que el veto introducido 
en el art. 48 del Convenio de Estambul no se refiere en realidad a los plan-
teamientos propios de la justicia restaurativa, sino más bien a una serie 
de prácticas habituales en otras jurisdicciones más allá del ámbito penal, 
como las conciliaciones familiares en procesos de divorcio o similares. 

Estos hallazgos se sitúan también en consonancia con lo dispuesto 
en el resto de jurisprudencia del Consejo de Europa en materia de jus-
ticia restaurativa. Así, el elemento más relevante en este ámbito, la CM/
Rec(2018)8, sobre la justicia restaurativa en el ámbito penal, determina 
en sus puntos 6 y 18 que «la justicia restaurativa puede ser empleada en 
cualquier fase del proceso penal» (punto 6) y que «debe ser un servicio 
generalmente disponible» para el cual «el tipo, la gravedad o la locali-
zación del delito no debe impedir, por sí mismo y en ausencia de otras 
consideraciones, la participación de víctimas y ofensores» (punto 18), no 
excluyendo en este sentido la violencia de género o la violencia domésti-
ca de su ámbito de aplicación.

También la reciente CM/Rec(2023)2 del Consejo, de derechos, servicios 
y apoyo a las víctimas del delito, incluye en su artículo 18 una mención 
idéntica a la contenida en la Rec 2018/8 (Art. 18.1), añadiendo además 
una serie de elementos que deberán tenerse en cuenta en relación a la sal-
vaguarda de los derechos de aquellas víctimas participantes en procesos 
restaurativos (Art. 18.2). Así pues, la Recomendación indica que los Esta-
dos Miembros deberán asegurar que los servicios de justicia restaurativa 
garantizan el tener en cuenta los intereses y necesidades de las víctimas, la 
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necesidad de salvaguardarlas en situaciones de riesgo, así como la garan-
tía de una formación adecuada para los profesionales que operan en di-
chos servicios. Se enfatiza además la naturaleza voluntaria de los procesos 
restaurativos, que deberán basarse en el libre consentimiento de las partes 
implicadas, permitiendo su retirada del proceso en cualquier momento. 
También se incluye la necesidad de informar debidamente a todos los par-
ticipantes en este tipo de procesos sobre las características y particulari-
dades de los mismos, en aras de que pueden decidir con conocimiento de 
causa. En una línea similar se sitúan otros elementos normativos de orga-
nismos supranacionales, como la Directiva de la Unión Europea sobre los 
derechos de las victimas (Directiva 2012/29/EU del Parlamento y el Conse-
jo de Europa), en la cual se reconoce el rol beneficioso que puede jugar la 
justicia restaurativa en el tratamiento de las víctimas del delito, alertando 
de una serie de factores que deberán tenerse en cuenta a la hora de derivar-
las a los servicios restaurativos (de nuevo, la vulnerabilidad de la víctima, 
las dinámicas de desigualdad, etc.), si bien no se descarta su aplicación a 
ningún supuesto. Esta Directiva es especialmente relevante dado su carác-
ter vinculante, estableciendo unos derechos o normas mínimas que deben 
ser aplicados por los Estados Miembro. Por tanto, cabría argumentar que, 
España, con su veto a las víctimas de violencia de género o violencia sexual 
para acceder a servicios restaurativos está limitando o restringiendo estos 
derechos mínimos —especialmente en lo relativa al derecho a la informa-
ción sobre los servicios de justicia restaurativa, teniendo en cuenta que la 
Directiva indica que «la severidad o la naturaleza del delito no deberían, 
per se, impedir el acceso a los servicios de justicia restaurativa, sino sim-
plemente ser tenidos en cuenta para poder decidir en un formato ‘caso a 
caso’»—. Además, el artículo 12 de dicha Directiva establece las salvaguar-
das y medidas de protección que deberán ser tomadas en consideración 
a este tenor, por lo que desde un punto de vista normativa no a lugar a la 
prohibición planteada por el Estado español en este sentido.

Por último, la Declaración de los ministros de justicia de los Estados 
Miembro del Consejo de Europa sobre el rol de la justicia restaurativa 
en asuntos penales (o Declaración de Venecia), reconoce también la uti-
lidad del uso de la justicia restaurativa para cualquier tipo de supuesto 
penal, siempre teniendo en cuenta aspectos referenciados anteriormente 
como la voluntariedad del proceso, la evaluación del riesgo a partir de 
un análisis individualizado de cada caso, o la necesidad de contar con 
profesionales altamente formados en este ámbito.

2.3. � Implicaciones para la política penal española en términos 
de justicia restaurativa

Se comentaba al inicio del presente artículo que tanto la LO 10/2022, 
como la Ley Foral 4/2023, prohíben de forma expresa el uso de la me-
diación restaurativa y de la conciliación —y de forma extensiva, de la 
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justicia restaurativa en general— en supuestos de violencia de género y/o 
violencia sexual que se encuentren dentro del sistema de justicia penal. 
En el caso de la LO 10/2022, la prohibición introducida en la disposición 
final duodécima, a través de la modificación del Estatuto de la Víctima, 
especifica la prohibición para todos aquellos casos de violencia de gé-
nero y violencia sexual, a raíz del contenido del Convenio de Estambul. 
Por otro lado, en la Ley Foral 4/2023, esta prohibición se justifica en el 
preámbulo (Preámbulo II) como consecuencia de la ratificación del Con-
venio de Estambul del Consejo de Europa, aunque únicamente haciendo 
mención a los casos de violencia de género. A pesar de ello, se amplía la 
prohibición ya incluida en la LO 10/2022 para estos casos, haciéndola 
extensiva a «todo el ámbito de aplicación de la presente ley» y no limi-
tándola únicamente a las modalidades de mediación y conciliación. Esto 
resulta contradictorio e inconsistente, puesto que una ley de carácter re-
gional como la Ley Foral 4/2023 no debería poder limitar derechos que la 
propia normativa estatal (LO 10/2022) no restringe. 

Por otro lado, y como se ha visto en el apartado anterior, el artículo 
48 de este Convenio establece una prohibición de «procedimientos alter-
nativos obligatorios de solución de controversias» en casos de violencia 
doméstica, violencia de género o violencia sexual contra las mujeres. Por 
lo tanto, y aunque el Convenio no incluye ninguna mención a la justicia 
restaurativa, ni la definición prevista en su art. 48 encaje con el fin y ob-
jeto de este modelo de justicia, el legislador español viene utilizando de 
forma habitual una interpretación marcadamente restrictiva —única en 
el panorama internacional— de dicho artículo para excluir la violencia de 
género y la violencia sexual del ámbito de los servicios de justicia restau-
rativa (en España, así lo recoge el Estatuto de la Víctimas del Delito —Ley 
4/2015—, a través de las ya mencionadas modificaciones introducidas por 
la LO 10/2022). Este planteamiento, así como la posición general adopta-
da por el legislador español no es sino un planteamiento ideológico, ba-
sado en una visión excesivamente proteccionista de la víctima, que puede 
incluso llegar a relacionarse con los planteamientos teóricos de la deno-
minada «victima ideal» o «fragilidad victimal» (Christie, 1986). Esto es, 
introduciendo un estereotipo sobre las «características habituales» de la 
víctima de violencia de género o violencia sexual, mediante el cual esta es 
vista como un individuo frágil necesitado de tutela por parte del Estado, 
que es quien finalmente termina decidiendo por ella. Sin embargo, tam-
bién es cierto que determinados sectores de movimientos sociales como 
el movimiento feminista, o algunos movimientos de apoyo a víctimas, 
parten de planteamientos altamente punitivos (Lamas, 2016) —esto pue-
de apreciarse incluso con mayor claridad en el debate existente en torno 
a la prohibición de la prostitución— en relación a la violencia de género o 
a la violencia sexual, viendo la posibilidad de acceso a servicios restaura-
tivos como una opción de trato más «suave». Esto último puede también 
haber influido en el posicionamiento del legislador español, que termina 
adoptando una postura marcadamente más rígida en este sentido.
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Además, lo anteriormente descrito, en elementos normativos como 
la reciente Ley Foral 4/2023, plantea un número importante de interro-
gantes y de cómo debe trasladarse su contenido a la práctica, ya que 
esta prohibición es, en ocasiones, vaga y ambigua: ¿Qué casos encajan 
de forma precisa en la definición de violencia de género o doméstica, y, 
en consecuencia, quedan excluidos del ámbito de aplicación de la Ley 
Foral? ¿Qué pasa con los casos en los que el género de la persona victi-
mizada y la persona agresora es el mismo? ¿Se pueden utilizar prácticas 
restaurativas en estos casos cuando no forman parte del sistema de jus-
ticia penal? 

Algunas de estas cuestiones han sido abordadas en España de for-
ma habitual a lo largo de los últimos años. En primer lugar, numero-
sos académicos (Alonso, 2011; Villacampa, 2012; 2020; Soleto, 2013; 
Guardiola, 2014; Tamarit, 2015; Varona, 2017; De la Cuesta y Ger-
mán, 2022) han señalado las incongruencias y la falta de argumentos que 
motiven la prohibición formulada por el legislador español. De hecho, 
se ha destacado que, en la práctica, el veto introducido en los diferentes 
elementos normativos no previene del uso de prácticas restaurativas en 
un sentido amplio (Tamarit, 2013), si bien de facto este se ha visto exten-
dido a las mismas, como puede apreciarse en el citado Preámbulo II de 
la Ley Foral 4/2023. 

A este respecto, algunos de los motivos esgrimidos en estas críticas 
han versado sobre la adopción de un sistema legislativo excesivamente 
proteccionista para con la víctima del delito (Varona, 2017), privándola 
en ocasiones de tener un papel protagonista a lo largo del proceso penal 
mediante el cual pueda hacer valer su opinión, experiencia o intereses en 
el devenir del mismo. Otro aspecto relevante a este tenor que destaca la 
bibliografía en España es la desajustada conceptualización que habitual-
mente se ha formulado sobre la mediación restaurativa (Igartua, 2017). 
Diferentes grupos de presión han adoptado un posicionamiento sobre el 
modelo restaurativo que lo concibe como una suerte de justicia negocia-
da, entendiéndolo como una respuesta más suave al delito, restándole 
gravedad. Como se ha visto en el apartado anterior, el modelo de justicia 
restaurativa y por ende las prácticas de mediación restaurativa difieren 
marcadamente tanto en esencia como en concepto sobre esta definición. 
De hecho, la propia definición de justicia restaurativa que puede encon-
trarse en la Ley 4/2015, proveniente de la Directiva 2012/29 UE, viene a 
confirmar esto, planteando en su art. 2.1 d) la justicia restaurativa como 
«cualquier proceso en que víctima y ofensor se implican de forma libre 
e informada en aras de abordar la potencial resolución de un conflicto 
derivado de una ofensa penal, con la ayuda de una tercera parte neutral». 

Otra crítica recurrente, como se ha visto previamente, es la vertida 
sobre una supuesta re-privatización del delito. Sobre esto Soleto (2013) 
argumenta que el modelo de justicia restaurativa no constituye una pri-
vatización de la ofensa penal, en tanto que este no es sino una forma de 
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abordar el conflicto y una opción más que debería poder ser explorada 
por cualquier víctima —incluso las de violencia doméstica— que así li-
bremente lo decida. 

Otros autores como Sáez (2011) o De la Cuesta y Germán (2022) 
señalan la incoherencia del legislador español sobre la exclusión de la 
mediación restaurativa en casos de violencia de género alegando que, por 
el contrario, sí se permite una figura como la conformidad. Atendiendo 
a esta supuesta integración de un sistema de protección a la víctima res-
trictivo, resulta incomprensible que los mismos motivos de la exclusión 
a la mediación restaurativa no apliquen de igual forma a la figura de la 
conformidad. Más aún teniendo en cuenta las circunstancias y el contex-
to en el que suelen encontrarse estas víctimas en el momento de tener 
que formular una decisión sobre la propuesta de Fiscalía. En este con-
texto, Villacampa (2020), reconoce la complejidad de los casos aquí tra-
tados para con su integración en los programas de justicia restaurativa. 
Sin embargo, lejos de plantear su exclusión de los mismos, se argumenta 
la necesidad de incorporar equipos de intervención especializados para 
dirigir estos procesos que, generalmente, presentan un elevado grado de 
complejidad. La autora insta también al legislador a mostrar voluntad 
política para promover el uso de la justicia restaurativa en estos asuntos, 
argumentando que existe un amplio abanico de técnicas y herramientas 
que pueden permitir su adaptación al contexto de la violencia de género 
o sexual, pudiendo ser esta alternativa algo altamente positivo para las 
víctimas. En una línea muy similar se manifiesta Guil Román (2022), 
quien plantea la ineficacia de las medidas legislativas introducidas hasta 
la fecha a la hora de satisfacer las necesidades de las víctimas de violen-
cia de género. La magistrada señala de forma muy pertinente que la pro-
tección que se ofrece a estas víctimas mediante la LO /1/2004, de medidas 
integrales contra la violencia de género, viene asociada a «la existencia 
de un proceso penal», dejando en una situación de desamparo a aquellas 
víctimas que deciden o bien no denunciar, o bien no proseguir en el pro-
ceso penal. Esto es altamente relevante, además, puesto que la literatura 
en este ámbito ha señalado de forma recurrente las carencias del sistema 
de justicia penal para afrontar las diferentes necesidades mostradas por 
las víctimas y su capacidad para responder de forma adecuada y efectiva 
(Larrauri, 2005 o de forma más reciente, Tamarit et al., 2020).

Por último, resulta también contradictoria e incongruente la eleva-
da insistencia por parte del legislador español y navarro en cuanto a la 
inclusión de cláusulas de no discriminación por razón de género tanto 
en la LO 10/2022 como en la Ley Foral 4/2023. Su coexistencia con la 
prohibición de uso de las prácticas restaurativas de mediación y concilia-
ción en supuestos de violencia de género o violencia sexual generan una 
paradoja mediante la cual, a pesar de esta reclamada «no discriminación 
por razón de género» se impide el acceso a estos servicios únicamente a 
aquellas mujeres adultas y heterosexuales, resultando esto en una obvia 
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situación discriminatoria que es justificada a partir de los planteamien-
tos anteriormente descritos.

Con todo, se ha podido constatar como la prohibición de emplear el 
modelo restaurativo en supuestos de violencia de género, violencia do-
méstica o violencia sexual no responde ni a un requerimiento normati-
vo por parte de la jurisprudencia supranacional, ni a una necesidad por 
parte de las víctimas de contar con un sistema proteccionista que regule 
y decida por ellas. Al contrario, la evidencia disponible señala los poten-
ciales efectos positivos que para las víctimas de estas tipologías delictivas 
puede tener el hecho de contar con poder de decisión en el proceso, y 
disponer de diferentes alternativas que puedan dar respuesta a las dife-
rentes necesidades que cada persona pueda mostrar. 

3.  Apuntes finales y una mirada al futuro

Para finalizar, de lo descrito en líneas anteriores pueden extraerse 
tres ideas principales: en primer lugar, ha quedado probado que ni en el 
Convenio de Estambul y su artículo 48, ni en el resto de jurisprudencia 
a nivel internacional, se establece una prohibición del uso de la justicia 
restaurativa en supuestos de violencia de género, violencia doméstica o 
violencia sexual contra la mujer. Los motivos para ello son, en resumen, 
que ni el veto establecido en dicho artículo 48 responde a una definición 
del concepto de justicia restaurativa, ni los motivos alegados en el Infor-
me Explicativo de dicha Convención encajan en los preceptos, caracterís-
ticas y resultados esperables de la mediación restaurativa.

En segundo lugar, se han recogido diferentes experiencias a nivel in-
ternacional que ponen de manifiesto que el modelo restaurativo es válido 
y puede resultar una herramienta útil en la respuesta penal que se da a 
la violencia contra la mujer, siempre y cuando se cumplan una serie de 
requisitos. La voluntariedad, la disponibilidad de información o la eva-
luación del riesgo por parte de los equipos profesionales se configuran 
como elementos cruciales a la hora de diseñar e implementar programas 
restaurativos para estas tipologías delictivas.

Por último, se ha constatado como la evidencia disponible en el cam-
po victimológico ha señalado de forma recurrente la incapacidad del sis-
tema de justicia penal de responder a las necesidades mostradas por bue-
na parte de las víctimas de violencia de género. El sistema proteccionista 
establecido a este tenor en España se ha evidenciado como insuficiente 
para atender a las particularidades de cada caso en un sentido individua-
lizado, impidiendo en ocasiones que las víctimas sean tenidas en cuenta 
desde una posición central en el proceso penal. La prohibición del uso 
de la justicia restaurativa en estos supuestos no hace sino acentuar estas 
constricciones, al eliminar la posibilidad de que sea la propia víctima, 
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siempre bajo la supervisión y evaluación de los profesionales de este ám-
bito, quien decida el camino a seguir.

Trasladando lo aquí descrito a un contexto práctico, la interpreta-
ción restrictiva que adopta el legislador español en términos de justicia 
restaurativa impide el desarrollo de este modelo en España, previniendo 
que aquellas víctimas que lo deseen accedan a estos servicios. En un es-
cenario como el de la LO 10/2022, o la reciente Ley Foral 4/2023, vemos 
como esta prohibición discrimina a un determinado tipo de víctimas en 
cuanto al acceso al contenido de la misma, en aras de una supuesta pro-
tección que no ha sido, en modo alguno, consensuada con las casuísticas 
y necesidades de estas personas a tenor de la evidencia disponible. La 
Directiva europea de derechos de las víctimas (2012/29) señala en su tex-
to que los servicios de justicia restaurativa deben estar disponibles para 
todas aquellas víctimas que así lo deseen, siempre y cuando se respeten 
las salvaguardas pertinentes. Prohibir su uso en los casos arriba men-
cionados, a partir de una serie de interpretaciones desafortunadas de la 
jurisprudencia supranacional, únicamente resultará en una reducción de 
las opciones disponibles para adecuar la respuesta penal a las necesida-
des individuales de cada víctima y, en resumen, se traducirá en un menor 
y más pobre abanico de herramientas con las que afrontar la problemá-
tica de la violencia contra la mujer.

Urge pues una reconsideración de esta cuestión por parte del legis-
lador español, que debería adecuar la normativa existente a la realidad 
que sugieren tanto la normativa internacional como la evidencia dispo-
nible hasta el momento, en aras de flexibilizar el acceso a los servicios de 
justicia restaurativa para todas aquellas víctimas que así lo deseen, sin 
importar la ofensa penal que lo motive, o que el caso se encuentre en una 
fase de judicialización. Afortunadamente, hoy en día existen distintas 
respuestas disponibles en este sentido, y limitar tanto su acceso como su 
contenido únicamente podrá traducirse en una peor experiencia y aten-
ción de las personas victimizadas.
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